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GUÍA PARA ACCIONES ADMINISTRATIVAS Y JUDICIALES 

CONTRA LA INSTALACIÓN  DE  HORNOS DE INCINERACIÓN  

 
Muchas personas se preguntan qué hacer ante la instalación de un horno de 

incineración en su zona y qué procedimientos seguir ante la avasallante 

intención por parte de las autoridades comunales de llevar adelante estos 

proyectos.- 

Es normal que las empresas que propician esta tecnología conozcan la falta de 

nociones que las autoridades tienen al respecto y arremetan con información 

detallada sobre las bondades de estas plantas, sin dar información alguna 

sobre los problemas que ocasionan a la salud y al ambiente.- 

En la mayoría de los casos, autoridades y promotores trabajan sobre la teoría 

del hecho consumado, es decir que primero compran el lote o terreno, montan 

los galpones y al mismo tiempo llevan a cabo los trámites correspondientes 

para la habilitación de la planta.- 

Así las cosas, los vecinos –ya sea en forma personal o colectiva- tienen dos 

caminos a seguir para detener un horno de incineración: el administrativo y el 

judicial.  

Las evaluaciones en mérito a optar por uno u otro se basarán en el estado de 

avance de los acuerdos entre el municipio y la empresa. Siempre conviene 

comenzar con el administrativo, aunque tengamos la certeza de que quienes 

dieron luz verde para la instalación de la planta no retrotraerán luego su 

decisión. Además tenemos que tener claro que las notificaciones y actos 

administrativos que provoquemos servirán en la instancia judicial.-   

Dada esta síntesis mostraremos las dos vías, la primera es el trámite 

administrativo mediante el cual procederá el reclamo. Este requerimiento 

ineludiblemente se presentará ante el órgano administrativo municipal. La 

segunda es la conocida acción de amparo y procede ante el órgano 

jurisdiccional competente.- 
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 LA VÍA ADMINISTRATIVA 

La vía administrativa es netamente informal, esto significa que no hay una 

forma específica de presentación, por lo que, ante el conocimiento de la 

posibilidad de instalación de un incinerador, lo primero que se debe hacer es 

enviar una Carta Documento, siempre dirigida al Sr. Intendente de la 
comuna, para lo cual, y básicamente, se sugiere este texto tentativo:  

“Sr. Intendente, atento a la posible instalación de un incinerador en 

nuestra ciudad, el cual contaría con su consentimiento, solicito se 

abstenga de tal autorización en bien de los graves problemas sanitarios 

que este emprendimiento traería a nuestra comunidad y zona de 

influencia, dicho consentimiento conculca mi/nuestro derecho a un medio 

ambiente sano, equilibrado y apto para la convivencia humana, 

afectándose –con esta actividad- las generaciones futuras, además y 

dada la urgencia intimo a Ud. plazo perentorio 72 hs. me provea de toda 

información al respecto; responsabilizándolo a Ud. por los daños y 

perjuicios que esto implique, baso mi solicitud en el Art. 41 de la 

Constitución Nacional/ley 25.831 e invoco el principio precautorio que 

contempla dicha manda constitucional, reservo derecho de accionar 

judicialmente. Atte.”.- 

En forma paralela debe presentarse una nota (no carta documento) de igual 

tenor dirigida al Sr. Presidente del Honorable Concejo Deliberante, con 

conocimiento de los presidentes de bloque que lo componen, pero en la misma 

haciendo hincapié en el derecho a la información contemplado en el Art. 41 de 

la Constitución de la Nación y toda la información al respecto, incluso con copia 

de la carta documento que previo se le envió al Intendente. Debe entenderse 

que el vecino no sólo puede dirigirse a su municipio, sino que, en forma 

paralela, puede también acudir ante los órganos provinciales en busca de 

información. Todo tendrá mayor repercusión si las notas elevadas a las 

autoridades cuentan con la mayor cantidad de firmas posibles, las mismas 

deberán ir con sus respectivas aclaraciones, con su tipo y número de 

documento.  
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Esta presentación generará un número de expediente que debe ser solicitado 

por quien presenta la nota para continuar el trámite. En todos los casos las 

copias de todo lo presentado deben ser con aviso de recibido, es 
importante que quede bien claro en el sello la fecha y hora de la 
presentación; lo que importa de esta notificación es la advertencia al principal 

y al cuerpo deliberativo de la ciudad, independientemente de cómo se conteste 

(en la mayoría de los casos no responden). Lo importante de este 

procedimiento es que las presentaciones generan un número de expediente 

con el cual será necesario contar para la vía judicial como elemento de 

probatorio de que por la vía administrativa no hubo resultados.- 

Se deberá ir armando una carpeta o archivo con todas las actuaciones e 

información técnica al respecto, cartas, notas, información, respuestas (si las 

hay) expresiones en los medios de prensa orales, escritos y televisivos (si es 

posible mediante grabaciones), etc. Reiteramos que todo debe estar con su 

respectiva copia de recibido, sea de las autoridades o del correo, en este último 

caso usar siempre Correo Oficial de la República Argentina S.A..  

EL DERECHO A LA INFORMACIÓN: 

Con respecto a la responsabilidad que le compete a las autoridades del Estado 

en todos sus niveles, se hace necesario mencionar aquella que le es propia de 

quien tienen el deber de “informar” y “educar” en cuestiones ambientales, 

ambos conceptos van de la mano. Básica y fundamentalmente el Estado no 

puede evadir su responsabilidad de informar al ciudadano. Esta tarea 

insoslayable del Estado, en cualquiera de sus niveles (Nacional, Provincial y 

Municipal), incluye también la idea de educar al ciudadano en cuestiones 

ambientales.- 

En cuanto al derecho de los ciudadanos a la información ambiental este está 

contenido no sólo en el Art. 41 de la Constitución Nacional o la ley 25.831, si no 

en el Art. 12 de la “Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del 

Hombre”, Art. 26 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos”, 

Art. 12 y Art.13 del Pacto Internacional sobre los Derechos Económicos, 

Políticos y Sociales”, todos incorporados a la Constitución Nacional.- 
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Lo precedente no sólo habla de la importancia que la legislación le otorga a la 

información ambiental, sino del deber ineludible de las autoridades -en 
cualquier nivel del Estado- de brindar toda la información disponible. Esto 

marca con claridad que las autoridades son responsables de informar sobre el 

estado del ambiente y los posibles efectos que sobre él puedan provocar las 

actividades humanas- 

En síntesis, cualquier ciudadano tiene el derecho a exigir toda la 
información ambiental que crea necesaria y el Estado está obligado a 
proveerla. Es por eso que desde esta guía se sugiere que el primer paso sea 

solicitar información por cualquier medio escrito -preferentemente por carta 

documento- ante las autoridades municipales, provinciales y el mismo Estado 

Nacional , siendo su negativa una violación a las garantías constitucionales.- 

Podemos encontrarnos con la posible respuesta de que sea la provincia quien 

tiene la información, en ese caso se deberá exigir al municipio que arbitre las 

medidas necesarias y urgentes para que esa información pueda llegar a la 

comunidad, pena de tener a las autoridades en complicidad con el 

emprendimiento cuestionado, vale decir que la provincia tiene la obligación de 

proveer esa información. 

Los plazos para la entrega de la información son establecidos por  quien la 

solicita y siempre deben ser razonables. Normalmente se intima a la 

autoridad en un plazo de 72 hs. o 5 días, se entiende que un Intendente para 

tomar una resolución ya debe contar con suficiente información acumulada  
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 LA VÍA JUDICIAL 

A diferencia de la anterior, la vía judicial es formal y con las modalidades de 

estilo, es decir, con todos los requisitos que impone dirigirse a un órgano 

jurisdiccional competente. Por esta razón es ineludible contar con la 

intervención de un profesional, el cual, si considera necesario, preparará la 

acción de amparo teniendo en cuenta la competencia, legitimación, 
peligro en la demora, verosimilitud del derecho, contracautela, etc., pero 

ésta es una esfera exclusiva del abogado actuante, aunque se menciona como 

para entendimiento de quien lea esta guía.  

Noción 

Una de las herramientas a utilizar que ofrece el derecho, como reparación a lo 

que antecede, es precisamente la acción de amparo. Este remedio procesal, 

aplicable frente a una potencial amenaza, es subsidiario, dado que la norma 

constitucional aclara su utilización mientras no haya un medio más idóneo, es 

decir más expedito y rápido que éste.- 

Ahora bien, la reforma constitucional de 1994 consagra el derecho a un medio 

ambiente sano y como garantía para su cumplimiento consagra la ACCIÓN DE 

AMPARO, tanto en la faz individual como en la colectiva (Art. 41 y Art. 43 

Constitución Nacional) de la cual y en un sucinto análisis podemos mencionar 

la letra del Art. 43 de nuestra Carta Magna, que es clara en cuanto menciona y 

legitima a tres sujetos: 

La persona afectada (versión individual) 

El defensor del pueblo (defensa pública de los intereses generales) 

Las Asociaciones registradas (versión colectiva) 

Esta vía es casi simultánea con la anterior, el/los vecinos deberán esperar la 

reacción de la autoridad. En ese lapso es indispensable poner en autos al 

letrado que actuará posteriormente.- 

Se aconseja actuar desde el inicio con el asesoramiento de un profesional.- 



                   Coalición Ciudadana Anti‐Incineración   www.noalaincineracion.org 
6

LEYES A INVOCAR EN LAS PRESENTACIONES 

  Art 41 de la Constitución Nacional, además la Argentina cuenta con la ley 
25.675, llamada Ley General del Ambiente (L.G.A.), la cual representa de 

presupuestos mínimos contemplados en el Art.41 de la Constitución Nacional  y 

que armoniza con otras leyes –también de presupuestos mínimos- como la Ley 
25.831 de Información Pública Ambiental, Ley 25.670 de PCBs, Ley 25.916 de 

Residuos Domiciliarios, Ley 25.612 de Residuos Industriales en relación con la 

Ley 24.051 de Residuos Peligrosos (esta ultima no es de presupuestos 

mínimos).  

 Esta mera mención no deja de tener en cuenta ni referir el comportamiento en 

cuanto a tutela legal de las leyes provinciales u ordenanzas municipales y las 

resoluciones del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA) mencionado 

en el Art 23 de la LGA.- 

Breves  

Es importante conocer que significa eso de Ley de Presupuestos Mínimos, 

legitimación, la carga de la prueba, Principio Precautorio y Preventivo, Principio 

contaminador pagador.  

 Ley de Presupuestos Mínimos:  

Al gobierno central le compete legislar principios mínimos para la protección 

ambiental de toda la Nación, sin perjuicio esto de la aplicación de los códigos 

de fondo, leyes provinciales y/o municipales (ordenanzas), nada puede 

proclamarse por debajo de esta ley. Es decir que las leyes provinciales y las 

ordenanzas municipales deben tener como piso las leyes de presupuestos 

mínimos. No pueden tener estándares y preceptos más bajos que estas leyes, 

pero sí pueden ser más estrictos que ellas. - 

 Legitimación:  

Consiste en la cualidad que tiene el titular de un derecho, de pretender 

participar de un proceso en la búsqueda de una sentencia favorable a su 
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denuncia, el Art. 41 de la Constitución Nacional contempla, valga la reiteración, 

los tres sujetos mencionados:  

a) La persona particular damnificada 

b)  Ombudsman o defensor del pueblo 

c) las asociaciones creadas a los fines de la protección de estos derechos (por 

ejemplo: una asociación civil, fundación ecologista o cualquier ONG, 

nombrada registrada o con personería jurídica, cuyo objeto de creación sea 

la protección del medio ambiente, estaría legitimada para intervenir en un 

proceso donde se ventile un tema ambiental, pero no  así el gremio de 

panaderos, por nombrar alguno) 

 La carga de la prueba:  

Muchas veces nos encontramos con que las autoridades defienden sus 

decisiones con la típica frase: “prueben que tal o cual contamina”, en este 

sentido es muy importante prestar especial atención en que en la cuestión 
ambiental se invierte la carga probatoria. Cuando la ley presume que una de 

las partes está en inferioridad de condiciones frente a la otra (hecho normal en 

estos casos), dado el caudal económico de unos y otros, otorga ciertos 

estímulos para equilibrar el proceso, es decir que será el presunto 

contaminador quien deberá acreditar que su actividad no contamina.- 

 Principio precautorio y preventivo: 

A lo largo de la denuncia, ya sea en el marco administrativo o judicial, vamos a 

escuchar hablar de estos dos principios. Si bien parecen sinónimos, no lo son. 

Las medidas precautorias apuntan al riesgo y no operan en zona de peligro. 

Este principio reconoce que hay límites al conocimiento humano e 

incertidumbres sobre los resultados de las actividades de las personas. No hay 

datos certeros que indiquen el perjuicio que se ocasionará (o está 

ocasionando), hay una presunción, por lo tanto es necesario asegurar –por 

parte de las autoridades- que las acciones o actividades resulten inocuas. Esto 

obliga a tomar los resguardos necesarios, pero no significa que las empresas  



                   Coalición Ciudadana Anti‐Incineración   www.noalaincineracion.org 
8

se abstengan de realizar la actividad pensada. Por lo contrario cuando existe 

certeza científica que indica la posibilidad de un daño entonces el principio a 

utilizar es el preventivo.- 

 Principio contaminador pagador:  

Este principio está consolidado en el Art. 41 de la Constitución Nacional: “…el 
daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, 
según lo establezca la ley…”. Este párrafo no deja lugar a dudas al 

establecer expresamente que quien contamina tiene la obligación no sólo de 

recomponer, sino también de resarcir a quienes ha dañado con su actividad 

contaminante, esto se complementa con lo regulado en nuestro Código Civil.  

Conclusión 

Esta síntesis es solo una guía para tomar medidas inmediatas ante la posible 

instalación de un incinerador o cualquier otro emprendimiento que creas es 

prejudicial para vos y tu entorno, pero como toda síntesis es perfectible, está 

sujeta de adaptarla a tu lugar de actuación y ante cualquier duda consulta a tu 

abogado.- 

Elaborado por: 
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Mat Federal: T°102-F°582 C.F.A.S.M. 
Comisión Permanente de Protección al Medio Ambiente 
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